
BOE núm. 307 Jueves 24 diciembre 1998 43533

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

29721 REAL DECRETO 2824/1998, de 23 de
diciembre, por el que se modifica la dispo-
sición transitoria duodécima del Reglamento
General de Conductores.

El Reglamento General de Conductores, aprobado por
Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, en su ar-
tículo 33, establece que la conducción de vehículos que
transporten mercancías peligrosas, cuando así lo requie-
ran los correspondientes marginales del ADR o el TPC,
queda sometida a la obtención de una autorización espe-
cial que habilite para ello. Por otra parte, en sus ar-
tículos 34 y 35 regula los requisitos y documentos exi-
gidos para obtener o ampliar la mencionada autorización
y, en su artículo 36, la vigencia y prórroga de la misma.

De conformidad con lo dispuesto en el citado artícu-
lo 36.2, la prórroga de la vigencia de la autorización
queda supeditada, entre otros requisitos, a que su titular,
durante el año anterior a la expiración del período de
vigencia señalado en la misma, haya seguido con apro-
vechamiento un curso de actualización y perfecciona-
miento en un centro de formación autorizado por la Direc-
ción General de Tráfico y superado las pruebas y ejer-
cicios correspondientes, de acuerdo con lo dispuesto
en el capítulo IV del título II del citado Reglamento.

Por último, la disposición transitoria duodécima del
mismo Reglamento, en su párrafo b), establece que la
prórroga de la autorización especial a que se refiere el
artículo 79 hasta el 31 de diciembre de 1998, se realizará
conforme a la normativa contenida en la Orden del Minis-
terio del Interior de 2 de septiembre de 1987. Ello impli-
ca, según dicha disposición transitoria, que la prórroga
de la vigencia de las autorizaciones que caduquen a
partir del 1 de enero de 1999 deberá amoldarse a lo
establecido en el artículo 36.2 del citado Reglamento.

Este nuevo sistema de prórroga de la vigencia de
las autorizaciones supone un cambio sustancial en rela-
ción con lo establecido en la citada Orden de 2 de sep-
tiembre de 1987, que exigía un curso de actualización
sin examen, curso que no era necesario realizar si el
conductor acreditaba haber conducido ininterrumpida-
mente durante los últimos cinco años vehículos que
transporten mercancías peligrosas y la empresa certi-
ficaba que había sido instruido sobre las modificaciones
que hubieran podido introducirse en el transporte de
dichas mercancías.

Vistas las circunstancias y para facilitar la adaptación,
ante la inminencia de la entrada en vigor del nuevo sis-
tema de prórroga de la vigencia de las autorizaciones
y la problemática, especialmente de orden social, que
ello podría ocasionar a los conductores y empresas, se
demora durante un año la entrada en vigor del mismo,
demora que exige modificar la redacción del párrafo b)
de la disposición transitoria duodécima del Reglamento
General de Conductores.

En su virtud, oídos los sectores afectados, a propuesta
de los Ministros del Interior y de Sanidad y Consumo,
previa aprobación del Ministro de Administraciones
Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 23 de diciembre de 1998,

D I S P O N G O:

Artículo único.

El párrafo b) de la disposición transitoria duodécima
del Reglamento General de Conductores, aprobado por

el Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, quedará
redactado en los siguientes términos:

«b) La prórroga de la vigencia de las autori-
zaciones especiales a que se refiere el artículo 79
del presente Reglamento, que caduquen hasta el
31 de diciembre de 1999, se realizará conforme
a la normativa contenida en la Orden citada en
el apartado anterior.»

Disposición final única.

El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 23 de diciembre de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno

y Ministro de la Presidencia,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

MINISTERIO

DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

29722 REAL DECRETO 2669/1998, de 11 de
diciembre, por el que se aprueba el proce-
dimiento a seguir en materia de rehabilitación
de los funcionarios públicos en el ámbito de
la Administración General del Estado.

El artículo 105 de la Ley 13/1996, de 30 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social, ha modificado la redacción del artículo 37 del
texto articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del
Estado, aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de febre-
ro, incorporando a la legislación vigente la figura de la
rehabilitación de los funcionarios públicos.

Así, el apartado 3 de dicho artículo establece que
«los funcionarios que hubieran perdido su condición por
cambio de nacionalidad o jubilación por incapacidad per-
manente podrán solicitar la rehabilitación, de conformi-
dad con el procedimiento que se establezca».

Por su parte, el apartado 4 del mismo artículo indica
que «los órganos de Gobierno de las Administraciones
públicas podrán conceder la rehabilitación, a petición
del interesado, de quien hubiera sido condenado a la
pena principal o accesoria de inhabilitación, atendiendo
a las circunstancias y entidad del delito cometido».

Resulta, por tanto, inaplazable el establecimiento,
dentro del ámbito de la Administración General del Esta-
do, del cauce procedimental a seguir para tramitar y
resolver los distintos supuestos de rehabilitación, cuya
posibilidad ha introducido la nueva legislación, así como
la fijación de los criterios a tener en cuenta a la hora
de apreciar las «circunstancias y entidad del delito come-
tido», apreciación que determinará la decisión que se
adopte en los supuestos de solicitud de rehabilitación
por parte del que hubiera sido condenado a pena prin-
cipal o accesoria de inhabilitación, una vez cumplida la
condena y extinguidas sus responsabilidades.

Guillem A Suñer
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Adminis-
traciones Públicas, previo informe de la Comisión Supe-
rior de Personal, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su
reunión de 11 de diciembre de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Ámbito de aplicación.

El presente Real Decreto será de aplicación al per-
sonal funcionario al servicio de la Administración General
del Estado incluido en el ámbito de aplicación del artícu-
lo 1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas
para la Reforma de la Función Pública.

Artículo 2. Supuestos de rehabilitación.

Los funcionarios que hubieran perdido su condición
de tales, por alguna de las causas que se expresan a
continuación, podrán solicitar la rehabilitación en los
siguientes supuestos:

1. Cambio de nacionalidad. Procederá solicitar la
rehabilitación cuando el interesado haya recuperado la
nacionalidad española o adquirido otra nacionalidad que
permita el acceso al Cuerpo, Escala, plaza o empleo al
que perteneció.

2. Jubilación por incapacidad permanente. Proce-
derá solicitar la rehabilitación del funcionario jubilado
por incapacidad permanente cuando desaparezca la
incapacidad que motivó su jubilación y así quede acre-
ditado mediante dictamen médico emitido por el órgano
a que se refiere el apartado 3 del artículo 4 de este
Real Decreto.

3. Condena a pena principal o accesoria de inha-
bilitación absoluta o especial. Procederá solicitar la reha-
bilitación, una vez que la persona condenada a pena
principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial
haya extinguido la responsabilidad penal y civil derivada
del delito.

Artículo 3. Órgano competente.

1. Serán órganos competentes para resolver los
expedientes de rehabilitación en los supuestos señalados
en los apartados 1 y 2 del artículo anterior, los Sub-
secretarios de los Ministerios cuando el funcionario inte-
resado hubiera tenido su último destino en activo en
los órganos centrales y organismos públicos vinculados
o dependientes de los mismos y los Delegados del
Gobierno, si el interesado hubiera tenido su último des-
tino en activo en el ámbito de los servicios u organismos
de la Administración General del Estado en el territorio
de la Comunidad Autónoma correspondiente.

2. Será órgano competente para resolver los expe-
dientes de rehabilitación en el supuesto señalado en el
apartado 3 del artículo anterior, el Consejo de Ministros,
correspondiendo su instrucción a la Secretaría de Estado
para la Administración Pública, a través de la Dirección
General de la Función Pública.

Artículo 4. Iniciación.

1. El procedimiento de rehabilitación se iniciará
mediante instancia del interesado dirigida al órgano com-
petente para su resolución, presentada en cualquiera
de los lugares a que se refiere el artículo 38.4 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento

Administrativo Común, en la que el interesado hará cons-
tar los siguientes datos:

a) Causa y fecha de pérdida de la condición de
funcionario.

b) Puesto de trabajo que ocupaba al tiempo de la
expresada pérdida, con identificación de la unidad de
dependencia, municipio y provincia de destino o situa-
ción administrativa en la que se hallare, en el caso de
que ésta no fuera la de servicio activo.

c) Supuesto de rehabilitación al que pretenda aco-
gerse.

d) Cualquier otra circunstancia o información que
considere procedente alegar.

2. Quienes hubieren recuperado la nacionalidad
española o adquirido otra nacionalidad que permita el
acceso al Cuerpo, Escala, plaza o empleo al que per-
teneció, deberán aportar certificación literal de nacimien-
to expedida por el Registro Civil en la que conste la
recuperación de la nacionalidad.

3. En el supuesto de rehabilitación por desaparición
de la causa que motivó la jubilación por incapacidad
permanente, el interesado deberá solicitar que se efectúe
el correspondiente reconocimiento médico por el Equipo
de Valoración de Incapacidades del Instituto Nacional
de la Seguridad Social u órgano médico equivalente de
la Comunidad Autónoma en la provincia en la que el
interesado tenga su domicilio, pudiendo acompañar a
la instancia cuanta documentación relativa a su historial
o situación médica tuviere por conveniente.

4. Quienes hubieran perdido la condición de fun-
cionario como consecuencia de haber sido condenados
a pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta
o especial deberán acreditar, además de los datos ante-
riores, la extinción de la responsabilidad penal y civil,
en los términos establecidos en el Código Penal vigente.

Artículo 5. Instrucción.

El órgano instructor del procedimiento comprobará
el cumplimiento de los requisitos que facultan al inte-
resado para solicitar la rehabilitación y, en el caso de
que aquéllos no estuvieran suficientemente acreditados,
le requerirá para que en el plazo máximo de diez días
aporte los documentos y justificaciones correspondien-
tes.

En el supuesto de rehabilitación por desaparición de
la causa que motivó la jubilación por incapacidad per-
manente, el órgano instructor del procedimiento dirigirá
comunicación a la unidad competente de la Adminis-
tración General del Estado o de la Comunidad Autónoma,
a los efectos de que por parte de dicha unidad se ordene
el reconocimiento médico del funcionario y emita nuevo
dictamen médico que, en su caso, sirva de base para
declarar su rehabilitación, procediéndose hasta la fase
de elaboración de la propuesta de resolución, de acuerdo
con los trámites establecidos para la instrucción del pro-
cedimiento de jubilación por incapacidad.

Artículo 6. Criterios para la formulación de la propuesta
de resolución.

1. En los supuestos de cambio de nacionalidad y
jubilación por incapacidad permanente para el servicio,
la acreditación suficiente de las causas objetivas que
posibilitan la rehabilitación, será determinante para que
el órgano competente para la tramitación del procedi-
miento formule propuesta de resolución estimatoria de
la solicitud del interesado.

2. Para la resolución del procedimiento de rehabi-
litación de quienes hubieran perdido su condición de
funcionario como consecuencia de haber sido conde-
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nados a pena principal o accesoria de inhabilitación, se
tendrán en cuenta los siguientes criterios orientadores
para la valoración y apreciación de las circunstancias
y entidad del delito cometido:

a) Conducta y antecedentes penales previos y pos-
teriores a la pérdida de la condición de funcionario.

b) Daño y perjuicio para el servicio público derivado
de la comisión del delito.

c) Relación del hecho delictivo con el desempeño
del cargo funcionarial.

d) Gravedad de los hechos y duración de la condena.
e) Tiempo transcurrido desde la comisión del delito.
f) Informes de los titulares de los órganos adminis-

trativos en los que el funcionario prestó sus servicios.
g) Cualquier otro que permita apreciar objetivamen-

te la gravedad del delito cometido y su incidencia sobre
la futura ocupación de un puesto de funcionario público.

En todo caso, será preceptivo en el procedimiento
el informe de la Subsecretaría del Departamento que
hubiera declarado la pérdida de la condición de funcio-
nario.

3. Formulada propuesta de resolución, tenidos en
cuenta los criterios señalados en el apartado anterior,
el órgano administrativo instructor del procedimiento,
dará vista del expediente instruido al interesado, con
inclusión de la propuesta de resolución formulada, para
que, en el plazo máximo de quince días, presente las
alegaciones que estime oportunas, debidamente justi-
ficadas.

Artículo 7. Terminación.

1. Cumplido el trámite anterior, el órgano instructor
elevará propuesta de resolución del expediente al órgano
competente para su resolución.

2. En el supuesto de rehabilitación de quien hubiese
sido condenado a pena principal o accesoria de inha-
bilitación, la propuesta de resolución elaborada por la
Dirección General de la Función Pública, será elevada
al Consejo de Ministros por el Ministro de Administra-
ciones Públicas.

3. La duración máxima del procedimiento será de
seis meses. Si transcurrido dicho plazo no se hubiera
dictado resolución expresa, se entenderá estimada la
solicitud del interesado.

4. La resolución dictada por el órgano competente
será notificada al interesado. En los casos en que la
resolución del procedimiento de rehabilitación sea dene-
gatoria y en el supuesto de rehabilitación de quienes
hubieren sido condenados a pena principal o accesoria
de inhabilitación absoluta o especial, dicha resolución
habrá de ser motivada, de acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 54.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

5. En el caso de que la resolución adoptada por
los Subsecretarios de los Ministerios o los Delegados
del Gobierno fuera estimatoria de la solicitud del inte-
resado, en la propia resolución se asignará al funcionario
rahabilitado el desempeño provisional de un puesto de
trabajo, tarea o función correspondiente a su Cuerpo
o Escala, sin perjuicio de lo dispuesto en el aparta-
do 1 del siguiente artículo.

6. Cuando la competencia para resolver sea del Con-
sejo de Ministros, la resolución adoptada será notificada
al Subsecretario del Ministerio o Delegado del Gobierno
correspondiente, según que el interesado hubiera tenido
su último destino en activo en servicios centrales o peri-
féricos, respectivamente, quienes procederán a asignar
al funcionario un puesto de trabajo, tarea o función con-
forme a lo dispuesto en el párrafo anterior.

7. La resolución adoptada pone fin a la vía admi-
nistrativa y contra ella se podrá interponer el corres-
pondiente recurso contencioso-administrativo.

8. Si la resolución adoptada fuera desestimatoria,
el interesado no podrá solicitar de nuevo la rehabilitación
hasta que no varíen las circunstancias y requisitos exi-
gidos y, en todo caso, en el supuesto de condenas a
penas de inhabilitación, hasta el transcurso de dos años
desde la resolución desestimatoria.

Artículo 8. Asignación de un puesto de trabajo.

1. El funcionario repuesto en su condición de tal
en virtud de rehabilitación deberá tomar posesión en
el puesto de trabajo adjudicado en el plazo de un mes,
contado a partir del día siguiente al de la notificación.
Si así no lo hiciere, pasará a la situación de excedencia
voluntaria por interés particular.

En el supuesto de que no exista puesto vacante dis-
ponible en el momento de la resolución, el órgano com-
petente deberá acreditar en nómina al funcionario reha-
bilitado en el plazo de un mes, siguiendo, a los efectos
de localización de puesto, el procedimiento previsto en
el artículo 50.5 del Reglamento General de Ingreso del
Personal al Servicio de la Administración General del
Estado y de la Provisión de Puestos de Trabajo y Pro-
moción Profesional de los Funcionarios Civiles de la
Administración General del Estado, aprobado por Real
Decreto 364/1995, de 10 de marzo, y disposiciones
complementarias al mismo, en materia de asignación
de puestos de trabajo a los funcionarios removidos. Una
vez notificada la asignación de puesto de trabajo, el fun-
cionario rehabilitado deberá tomar posesión del mismo
en el plazo de tres días, pasando de no hacerlo así a
la situación de excedencia voluntaria por interés par-
ticular, con efectos desde la fecha de la resolución de
rehabilitación.

2. Al funcionario rehabilitado se le adjudicará con
carácter provisional un puesto de trabajo, que deberá
ser convocado para su provisión definitiva por el pro-
cedimiento que corresponda.

3. El período transcurrido entre la pérdida de la con-
dición de funcionario y la rehabilitación no será com-
putable a efectos del reconocimiento y cálculo de una
pensión posterior, cualquiera que fuese su causa. Tam-
poco será computable a efectos de ascensos, trienios
y demás derechos pasivos que puedan corresponder
según el régimen de Seguridad Social que sea de apli-
cación al funcionario.

Disposición adicional primera. Órganos específicos
competentes para resolver.

En el ámbito del Ministerio de Defensa, el órgano
competente para resolver los expedientes se rehabili-
tación en los supuestos señalados en los apartados 1
y 2 del artículo 2 de este Real Decreto será, en todo
caso, el Subsecretario de Defensa.

En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, el órgano competente para resolver los expe-
dientes de rehabilitación en los supuestos señalados en
los apartados 1 y 2 del artículo 2 de este Real Decreto
será, en todo caso, su Director general.

Disposición adicional segunda. Funcionarios traspasa-
dos a Comunidades Autónomas.

En el caso de funcionarios, que hubieran desempe-
ñado puestos de trabajo en servicios que hubieran sido
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objeto de traspaso a Comunidades Autónomas, la soli-
citud de rehabilitación del interesado se dirigirá al órgano
competente de la respectiva Comunidad Autónoma a
la que hubieran sido traspasados los correspondientes
servicios.

Disposición transitoria única. Tramitación de las soli-
citudes de rehabilitación ya formuladas.

Las solicitudes de rehabilitación del personal al servi-
cio de la Administración General del Estado incluido en
el ámbito de aplicación de este Real Decreto, formuladas
a partir de la entrada en vigor de la Ley 13/1996, de
30 de diciembre, serán tramitadas por los órganos com-
petentes, sin que sea necesaria la presentación de una
nueva solicitud por los interesados.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se autoriza a los Ministros de Economía y Hacienda,
de Trabajo y Asuntos Sociales y de Administraciones
Públicas a dictar cuantas disposiciones sean necesarias,
en el ámbito de sus respectivas competencias para el
cumplimiento y ejecución de lo establecido en el pre-
sente Real Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 11 de diciembre de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administraciones Públicas,

MARIANO RAJOY BREY

29723 REAL DECRETO 2670/1998, de 11 de
diciembre, por el que se desarrolla el artícu-
lo 30.1 f) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de Medidas para la Reforma de la Función
Pública.

El artículo 30.1 f) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de Medidas para la Reforma de la Función Pública, en
su redacción actual, introducida por la Ley 66/1997,
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas
y del Orden Social, determina la necesidad de desarrollar
reglamentariamente el permiso para el cuidado de meno-
res, ancianos o disminuidos.

La actual redacción del artículo 30.1 f) de la Ley
30/1984, de 2 de agosto, establece que el funcionario
que por razones de guarda tenga a su cuidado directo
algún menor de seis años, anciano que requiera especial
dedicación o un disminuido psíquico o físico que no
desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la dis-
minución de su jornada de trabajo, con la reducción
proporcional de sus retribuciones. Asimismo, dispone
que reglamentariamente se determinará la disminución
de jornada de trabajo y la reducción proporcional de
retribuciones.

En atención a lo expuesto, a propuesta del Ministro
de Administraciones Públicas, previo informe de la Comi-
sión Superior de Personal, de acuerdo con el Consejo
de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros
en su reunión del día 11 de diciembre de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo único. Permiso por guarda legal. Disminución
de jornada y reducción de retribuciones.

1. El funcionario que por razones de guarda legal
tenga a su cuidado directo algún menor de seis años,
anciano que requiera especial dedicación o a un dis-
minuido psíquico, físico o sensorial que no desempeñe
actividad retribuida, tendrá derecho a una disminución
de hasta un medio de la jornada de trabajo, con la reduc-
ción proporcional de las retribuciones.

2. Para el cálculo del valor hora aplicable a dicha
reducción se tomará como base la totalidad de las retri-
buciones íntegras mensuales que perciba el funcionario
dividida entre el número de días naturales del corres-
pondiente mes y, a su vez, este resultado por el número
de horas que el funcionario tenga obligación de cumplir,
de media, cada día.

3. Cuando lo permita la organización del trabajo de
la unidad, se concederá al funcionario la parte de la
jornada que convenga a sus intereses personales.

Disposición final primera. Personal docente.

Por la Ministra de Educación y Cultura se regulará
la aplicación al personal docente de la disminución de
jornada de trabajo a que se refiere este Real Decreto
de forma que sea compatible con las exigencias orga-
nizativas derivadas del derecho a la educación de los
alumnos.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 11 de diciembre de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administraciones Públicas,

MARIANO RAJOY BREY

29724 REAL DECRETO 2826/1998, de 23 de
diciembre, por el que se modifica el Real
Decreto 1892/1996, de 2 de agosto, de
estructura orgánica básica del Ministerio de
Administraciones Públicas, en la redacción
dada por el Real Decreto 1329/1997, de 1
de agosto.

La dinámica generada por la entrada en vigor de la
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado,
ha implicado que en el último año determinados órganos
del Ministerio de Administraciones Públicas se hayan
visto en la necesidad de adaptar sus funciones y pro-
gramas de actuación al nuevo modelo organizativo dise-
ñado por la mencionada Ley y, en particular, al impulso
de los principios reflejados en el primer capítulo de su
título I. El abordar dichas funciones y programas con
la mayor eficacia, aconseja realizar una serie de peque-
ñas modificaciones parciales en la estructura orgánica
y atribuciones del Departamento, y especialmente en
su Secretaría de Estado para la Administración Pública
y en la Subsecretaría de Administraciones Públicas.

De esta forma, acontecimientos como la entrada en
vigor de la normativa de prevención de riesgos laborales
y la necesidad de su adaptación a la Administración
General del Estado, el desarrollo de los Acuerdos de
Formación Continua en las Administraciones Públicas,


